Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Fiscalizadores de Accidentes de 
Trabajo.AFAT) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el 
agrado de recibir a los representantes de la Asociación de Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo 
(AFAT), quienes han solicitado audiencia y presentado una nota con el apoyo del PIT-CNT sobre una 
temática particular. 


SEÑOR ABDALA.- En primer lugar, queremos agradecer a los integrantes de la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social del Senado por habernos recibido, ya que sabemos que tienen mucho 
trabajo. Nuestra intención es hacer un planteo que tiene que ver con la regularización de la forma de 
trabajo de los funcionarios que desarrollan tareas inherentes a la fiscalización de accidentes de trabajo, 
vinculadas al Banco de Seguros del Estado. Como es notorio, nuestro movimiento sindical ha tenido 
diferencias con la desnaturalización de las relaciones laborales en el país, con el fenómeno de la 
desregulación y con la forma de contratos que desde nuestro punto de vista constituyen, 
objetivamente, distintas formas de fraude laboral. Sostenemos que si un trabajador genera un producto 
o un servicio que implica determinada unidad productiva en una empresa, es correcto que si dicha 
actividad tiene que ver con aspectos estratégicos de la misma, esté contratado en forma directa. En 
este caso, a juicio de los trabajadores -no sólo de los directamente involucrados en la fiscalización de 
las empresas en torno a los accidentes de trabajo, sino a todos los que pertenecen a la clase obrera y, 
en particular, los vinculados a la actividad privada- esta es una actividad estratégica del Banco de 
Seguros en lo que hace a la organización de la regularización de las empresas. No se refiere 
especialmente a aquellos seguros que son comerciales -y que obviamente representan una de las 
áreas de trabajo del Banco de Seguros- sino al aseguramiento de los trabajadores de la actividad 
privada. Estos deben contar con todas las garantías, para evitar accidentes y enfermedades 
profesionales. Concretamente estos trabajadores que han estado históricamente vinculados a través 
de un contrato irregular, son considerados como empresas unipersonales, no como trabajadores que 
directamente desarrollan el trabajo para el Banco de Seguros. En el último período, llevamos 
aproximadamente un año de gestiones con el Banco de Seguros, y entendemos que existe la 
normativa que permite organizar un proceso de negociación en virtud del cual todos aquellos 
trabajadores que estén en contratos desnaturalizados e irregulares, puedan regularizarse y esto tiene 
que ver con el artículo 7* de la Ley de Presupuesto. Lamentablemente, al día de hoy, no hemos podido 
llegar a un acuerdo con el Directorio del Banco de Seguros que, desde nuestro punto de vista, se está 
manejando con un criterio de absoluta intransigencia sobre el tema. 


En el último período hemos tenido distintas reuniones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y en ellas, inclusive, la delegación de los trabajadores y el PIT-CNT desarrollamos algunas 
ideas para llegar a una fórmula de acuerdo en cuanto a organizar una transición, en vista a la 
regulación definitiva de los trabajadores, en la cual pudiéramos resolver las cuestiones más graves de 
la relación laboral que están atravesando nuestras compañeras y compañeros fiscalizadores de 
accidentes de trabajo. 


Para mencionar algunos ejemplos, puedo decir que no tienen derecho a la licencia anual 
reglamentaria ni a una cobertura de salud, como tienen todos los trabajadores. Los que están en la 
calle y tienen que fiscalizar, si se lastiman en su horario de trabajo, ni siquiera tienen derecho a ser 
atendidos en el propio Banco de Seguros, que existe para proteger a los trabajadores cuando tienen un 
accidente laboral. Es decir que están en condiciones de absoluta irregularidad. Entonces, nosotros 
pensábamos en una transición que resolviera estas cuestiones: que aunque perdurara la forma de 
contrato actual, quedara claro que en determinado período los trabajadores iban a ser contratados en 
forma directa -tal como permite la normativa vigente- y ajustados sus salarios, porque desde el año 
2002 no reciben ningún tipo de ajuste salarial. En fin, creímos conveniente llegar a una especie de 
acuerdo que tuviera en cuenta una transición, pensando en la regularización de los trabajadores. 


El Directorio del Banco de Seguros ha tenido manifestaciones contradictorias en el propio 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Ha dicho que entiende que esta fiscalización de las 
empresas es una cuestión importante y luego ha señalado que no la considera una cuestión 
estratégica. Ahí nosotros empezamos a tener una preocupación que, inclusive, trasciende esta 


reivindicación de la regularización de los trabajadores: hasta qué punto se están priorizando todos 
aquellos seguros que hacen a lo comercial del Banco de Seguros en desmedro del propio 
aseguramiento de los trabajadores en las enfermedades profesionales y en los accidentes de trabajo. 


Desde nuestro punto de vista, lo más grave es un planteo del Directorio del Banco de 
Seguros que considera que el servicio necesario para la fiscalización de accidentes de trabajo se 
puede realizar con 25 trabajadores. Nosotros respetamos la opinión del Directorio, pero nos gustaría 
poder discutirlo, porque pensamos que solamente veinticinco fiscalizadores de accidentes de trabajo 
no alcanzan para realizar sus tareas en todo el territorio nacional. Nosotros sabemos las cosas que 
pasan, por ejemplo, en el área rural y en la forestación. Si quisiéramos fiscalizar y constatar que las 
empleadas domésticas están cubiertas por el Banco de Seguros, nos cuesta mucho creer  -aun 
compartiendo el objetivo de hacer un servicio eficiente- que con veinticinco trabajadores a nivel 
nacional se pueda desarrollar esa tarea. 


Lamentablemente, en la última reunión en el Ministerio, a pesar de las contribuciones 
positivas que hizo la delegación en el Poder Ejecutivo para esta negociación y, de alguna forma, de las 
concesiones y planteos que hizo la delegación de la AFAT y de nuestro PIT-CNT en el sentido de 
acercar a las partes, se han enfrentado con una posición muy intransigente del propio Directorio del 
Banco de Seguros. 


Entonces, como partimos de la base de que existe la normativa vigente, de alguna forma, el 
Legislador encomienda que se regularicen las formas de contrato irregulares, y como además notamos 
que el Ministerio de Trabajo ha tenido la buena voluntad de tratar de llegar a un acuerdo sobre este 
tema pero lamentablemente el Directorio del Banco de Seguros no muestra el mismo interés -y lo ha 
demostrado en hechos que de alguna manera atentaron directamente contra la propia negociación- 
queremos solicitar a esta tan importante Comisión que realice gestiones en el sentido de que esto 
pueda resolverse. Inclusive, para no tener solamente nuestra “campana” o eventualmente la del propio 
Directorio del Banco de Seguros, sería conveniente que se solicitara la comparecencia de la propia 
delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que está haciendo las veces de mediador en la 
propia negociación, que entendemos tiene la opinión de que no existe ningún elemento en la normativa 
vigente que impida poder regularizar, ya que están dadas todas las condiciones para hacerlo. El único 
problema que tenemos es una dificultad de voluntad política a nivel del Directorio del Banco de 
Seguros. 


SEÑORA MOREIRA.- Muy buenas tardes a todos. Queremos agradecer a los señores Senadores que 
nos han recibido muy amablemente. 


Los compañeros queremos destacar que hace trece años que trabajamos para el Ente. En el 
momento en que comenzamos, había una prohibición de ingreso a la función pública y, por eso, se nos 
hizo un contrato de servicios. 


Fundamentalmente, queremos poner de manifiesto que se trata de una tarea de carácter 
esencial. Se está fiscalizando una ley y no se puede hacer por medio de privados. Hoy existe la 
normativa vigente para poder regularizarlo y, sin embargo, el Banco nos está diciendo que firmemos un 
nuevo contrato, en este caso, de arrendamiento de obra. Todos conocemos los riesgos que ello 
implica. La obra y el contrato finalizan, y se termina la fiscalización de la ley de accidentes. 


También quiero remarcar que hace dieciocho meses que venimos conversando con el Banco 
y éste siempre ha mantenido la misma postura. Lo único que nos plantearon fue que en vez de quedar 
veinticinco fiscalizadores, aceptaban que el mismo rubro que tenían para esa cantidad de compañeros 
y el trabajo que, supuestamente, el Banco dice que tiene para ellos, se dividiera entre cuarenta, a 
instancias de lo que nosotros solicitamos para no perder ninguna fuente laboral. Ese rubro así como el 
trabajo se dividió entre cuarenta compañeros. Creemos que más allá de que nos asiste el derecho a la 
regularización, teniendo en cuenta el tiempo que hemos trabajado para el Ente, es muy grave dejar 
desamparada a la clase obrera y no permitir que se fiscalice más. Inclusive se ha cuestionado la 
cantidad de fiscalizadores que ingresamos, que tal vez alcanzaba un número excesivo; no sé si la 
Administración lo consideraba excesivo en su momento ni por qué. Era un cuerpo efectivo de noventa 
compañeros que trabajaba en toda la República y que percibía viáticos. El trabajo estaba bien 


organizado y la parte administrativa era realizada también por parte de los fiscalizadores. Se podía 
armar grupos de trabajo, por ejemplo, para fiscalizar los puertos, lo que involucra carga, descarga, 
estiba, transporte, etcétera. Como decía aquí nuestro compañero, la forestación no se está haciendo y 
los puertos tampoco, justamente por falta de fiscalizadores. Entonces, no entendemos la posición del 
Banco cuando dice que le alcanza con veinticinco. 


SEÑOR VAILLANT.- Simplemente queremos informarles que la Comisión ya ha convocado para la 
próxima sesión a las autoridades del Banco de Seguros del Estado y también se ha puesto a trabajar 
en el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me acota la Secretaría que, para ello, se previó una sesión extraordinaria, en 
la que tendremos la visión global del problema. 


SEÑOR  TABORDA.- Mi nombre es Jorge Taborda y pertenezco al PIT- 
CNT. 


Quiero decir un par de cosas. El Directorio nos manifestaba -y esta es una preocupación que 
tenemos como trabajadores; ya lo planteaba Abdala en parte de su explicación- que no son los únicos 
trabajadores que el Banco tiene con relación de empresa unipersonal. ¿Qué significa esto? Que “en 
casa de herrero, cuchillo de palo”. Un Banco que asegura contra accidentes, no tiene cubierta a una 
parte de sus trabajadores. Para nosotros, los trabajadores, eso es preocupante, y se supone que al ser 
preocupante para los trabajadores, debe serlo también para el Estado, el Gobierno y el país. Sin 
embargo, el Banco se ha negado sistemáticamente a reconocer el artículo 7* de la Ley de Presupuesto 
Nacional, donde se establece con claridad y precisión cómo deben funcionar las Comisiones Paritarias 
para la regulación de los funcionarios que se encontraban en situación, no digamos irregular, pero sí de 
contratos sumados a más y más contratos, cuando las contrataciones no estaban estipuladas por tanto 
tiempo. Es a raíz de una cantidad de irregularidades que surgen en los trabajadores del Estado - 
fundamentalmente en empresas del Estado- que se incluye el artículo 7% en la Ley de Presupuesto 
Nacional. Así, el Banco regulariza a trabajadores anteriores a los compañeros, pero a los compañeros 
posteriores, no. Desde nuestro punto de vista, las argumentaciones que da el Directorio del Banco no 
se acompasan con los tiempos. 


Se supone que cuando en una sociedad hay avances, y la tecnología y la innovación crecen día a 
día, nosotros no podemos retroceder en cuestiones básicas relacionadas con los seres humanos. De lo 
contrario, estaríamos entrando en una contraposición de tiempos ya que, por un lado, queremos 
avanzar a nivel tecnológico e innovar para beneficiar la salud de los trabajadores, para que puedan 
desarrollarse mejor y traer mayores beneficios no sólo a la sociedad toda, sino al país, y, por otro, no 
los consideramos como seres humanos ya que ni siquiera tienen cobertura contra accidentes. 


Resultaba difícil para un trabajador tener que viajar a Salto sin tener ningún tipo de viáticos - 
esto sucede también actualmente- lo que implicaba que tenía que pagar de su sueldo el pasaje y, si se 
le ocurría comer, también tenía que cubrir ese gasto. Entonces, para desarrollar una política del Banco, 
reitero, los trabajadores no contaban con ningún tipo de cobertura. Acá existe una contraposición de 
intereses: el Banco desarrolla su política con trabajadores privados. Esto lo hicimos saber al Directorio 
del Banco, y ellos -quizás tengan sus razones- entienden que no es así como nosotros planteamos. 


Quiero dejar constancia de cuál es nuestro planteo ya que, próximamente, van a concurrir a 
esta Comisión dos de los representantes que hoy quedan del Banco de Seguros del Estado, y si los 
señores Senadores tienen dudas al respecto, podrán ser evacuadas. 


Otra situación que quería precisar es que cuando esta situación se discute en la Comisión 
Paritaria del Banco de Seguros del Estado, como no hay acuerdo, se envían dos propuestas al 
Directorio: una presentada por la Gerente de Relaciones Humanas del Banco y, la otra, por los 
trabajadores. Además, a esto hay que agregar un documento de la Sala de Abogados de AEBU que 
indica que los compañeros tienen un derecho mínimo a tener un contrato de función pública. Sin 
embargo, el Banco lo único que hace es tomar el informe realizado por la Gerente de Relaciones 
Humanas, desconociendo el informe de los trabajadores y el de la Sala de Abogados de AEBU. 


No entendemos estas cosas; no les encontramos sentido y no queremos pensar que se esté 
jugando con cuarenta trabajadores por un capricho de dos Directores del Banco. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero señalar que desde el mes de julio de 1995 el Banco nos pide 
exclusividad de tareas; o sea que no nos podemos desempeñar en otra área: obviamente no podemos 
a nivel público, pero tampoco a nivel privado. Desde hace cinco años no tenemos aumento salarial, y 
después de los aportes, los viáticos, etcétera, nos quedan $ 5.000 líquidos. Sin embargo, el Banco nos 
pide exclusividad de tareas, otra cosa que es propia de los funcionarios públicos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber a partir de qué año hubo fiscalizadores de la Ley N* 16.074. 
SEÑORA MOREIRA.- A partir de 1978. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, a partir de allí todos fueron contratados. 


SEÑORA MOREIRA.- El primer ingreso de los fiscalizadores se realizó en 1978 como funcionarios del 
Banco. En el momento en que nosotros ingresamos, solamente había tres fiscalizadores de cinco. Dos 
de ellos desempeñaban otra tarea, y dos eran quienes realizaban las de fiscalización, porque otro se 
jubiló. Obviamente, hasta ese momento nadie estaba interesado en fiscalizar lo relativo a los 
accidentes. 


Aclaro que nosotros ingresamos en el año 1994 a un cuerpo inspectivo integrado por noventa 
y cinco fiscalizadores; a la fecha, quedamos cuarenta. En setiembre del año 2005, éramos sesenta y 
siete, pero se les rescindió contrato a veintisiete compañeros. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que ustedes saben que la Comisión recibió, a fines del año pasado, a una 
delegación de fiscalizadores que nos trasladaron, precisamente, esta misma problemática. A raíz de 
esto, se decidió enviar al Directorio del Banco de Seguros del Estado la versión taquigráfica de la 
sesión para posteriormente buscar una instancia ante la propia Comisión con la participación del 
Directorio. Por ese motivo, la semana próxima el Directorio va a estar aquí presente. 


He leído algún artículo de prensa que habla sobre distintas gestiones que se desarrollaron 
ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, seguramente por iniciativa de ustedes, buscando, de 
alguna manera, el reconocimiento o una instancia de diálogo con el Directorio del Banco para tratar de 
llegar a alguna solución. La versión de prensa coincide con lo que ha dicho el señor Abdala, en el 
sentido de que en alguna oportunidad se dejó de manifiesto por el señor Vicepresidente del Banco de 
Seguros del Estado la intención del Directorio de no continuar con la fiscalización de la ley de 
accidentes de trabajo, por considerarla innecesaria. ¿Esas instancias ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social están ya agotadas o siguen adelante con alguna posibilidad de llegar a alguna suerte 
de entendimiento? 


SEÑOR ABDALA.- Entendemos que están prácticamente agotadas, porque en la última reunión que 
tuvimos, el día martes, el Ministerio planteó la posibilidad de pensar en alguna alternativa que, aunque 
no significara un acuerdo definitivo, por lo menos organizara una transición. La delegación de los 
trabajadores hizo propuestas en el sentido de esa lógica de negociación que se sugería y 
lamentablemente el Directorio las descartó de plano; ni siquiera estuvo dispuesto a llevarlas a 
consideración. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social nos pidió a ambas partes que reflexionáramos 
sobre la situación e imagino que, si plantea esto, es porque tiene alguna expectativa de que la 
negociación continúe. Pero al día de hoy, por la distancia de las posiciones, esto es muy difícil porque, 
en realidad, no se nos está diciendo que no a la fórmula inicial que nosotros propusimos, sino que 
prácticamente se nos está diciendo que no a encarar una negociación para resolver el tema. Si se nos 
convoca, por supuesto -es método del movimiento obrero- que vamos a concurrir a cuanta reunión 
haya a los efectos de buscar una solución, pero en realidad este asunto ya no depende de nosotros, 
porque hemos hecho todos los esfuerzos posibles para llegar a un acuerdo. 


SEÑOR GALLINAL.- En definitiva, en la medida en que no tienen reajuste de sus ingresos, va a llegar 
un momento en que van a tener tan escaso poder adquisitivo que, por la vía de los hechos, la situación 
se va a terminar agotando por sí misma. 


Pero quisiera saber cuál es la aspiración concreta de todos ustedes. ¿Están planteando la 
regularización de esos contratos, estableciendo cláusulas de reajuste, o la incorporación, como 
funcionarios del Banco de Seguros del Estado, de estas cuarenta personas que hoy están cumpliendo 
estas funciones? 


SEÑOR ABDALA.- Para ahondar en lo que anteriormente se preguntaba, es importante que se sepa 
que, de alguna manera, el Directorio del Banco de Seguros del Estado nos conminó a que iniciáramos 
los juicios en la órbita judicial. Nosotros representamos a un sindicato; no venimos en el plano del 
derecho individual del trabajador, que naturalmente tiene derecho a hacer un reclamo ante la Justicia, 
sino a tratar de buscar un acuerdo. Pero, cuando alguien realiza un planteo de este tipo, es porque en 
realidad no le está interesando encontrar una solución. 


Esta es una tarea de carácter permanente, que interesa mucho a los trabajadores de la 
actividad privada, porque hace a sus condiciones de trabajo: si una empresa está correctamente 
regularizada en el cumplimiento de la ley de accidentes, esto indica que está bien en ese marco. El 
interés nuestro es poder discutir una organización del trabajo, una gestión adecuada de la fiscalización 
de las empresas, y poder dilucidar si la realidad es como afirma el Banco de Seguros del Estado -es 
decir que 25 funcionarios son suficientes- o se necesitan más trabajadores para desarrollar 
eficazmente esa tarea. En segundo lugar, tal cual lo establece la normativa vigente, si esta es una 
actividad de carácter permanente, nuestra aspiración es que los trabajadores sean regularizados. 


El punto es que en ese trayecto nosotros podríamos conversar en torno a alguna forma de 
encuentro que diera garantías para todas las partes. Ese es, un poco, el sentido del reclamo. 


SEÑOR GALLINAL.- Más allá de que el Directorio del Banco de Seguros debe conocer acabadamente 
este tema -no vamos a ser nosotros quienes aportemos la información, documentación o el 
fundamento necesario para que se den cuenta de la necesidad de regularizar la situación- me parece 
que a lo que a nosotros refiere, todo aquello que demuestre la relevancia del servicio y la necesidad de 
su continuidad puede ser importante e ilustrativo para cuando tengamos que recibir al Directorio del 
Banco de Seguros. 


Por otra parte, parece claro que la reclamación por vía judicial no es una solución de largo 
plazo, pues puede haber en el día de mañana un reconocimiento del Poder Judicial mediante el cual se 
puedan lograr determinados recursos económicos, pero no la continuidad en la prestación del servicio. 
Por tanto, no es una solución para las cuarenta personas involucradas. 


Vivimos una experiencia de características más o menos parecidas con ex empleados de la 
OSE. Ellos trabajaban en un proyecto y llevaban tantos años en el desempeño del mismo, que 
pretendían que esa situación se regularizara. Por su parte, el Directorio de OSE aducía que no contaba 
con ninguna disposición legal que lo habilitara a realizar una contratación de carácter directo porque el 
tema no se arregla con un llamado a concurso pues, de hacerlo, se podrían presentar esas cuarenta 
personas y muchas más. Por tanto, si el impedimento es de carácter legal el Parlamento puede estar 
en condiciones de darle al Directorio una norma jurídica especial que lo habilite a regularizar la 
situación de aquellos que cumplan determinados requisitos, como ser, cierta antigúedad y un mínimo 
de calificación e idoneidad en el desempeño del servicio. 


SEÑOR ABDALA.- La pregunta realizada a representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social en medio de la negociación, explorando distintos caminos, nos demostró que el artículo 7” del 
Presupuesto Nacional permite la regularización de todos los trabajadores que estaban contratados - 
digamos de forma irregular- antes del año 2001. Por ello, entendemos que no estaríamos necesitando 
de una norma especial, sino de la voluntad de llevar a la práctica lo que existe. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, no se debería hablar de contrataciones irregulares porque eran 
las contrataciones posibles en el marco jurídico vigente. No creo que haya contratos irregulares, 
aunque puede que no sean los ideales. En realidad, como existía la prohibición del ingreso de 
funcionarios como tales, se buscaban otras maneras y si bien puede haber habido un uso indebido de 
ese mecanismo, no creo que estemos ante ese caso. Se trataba de los contratos posibles en ese 
momento, dentro de la ley del marco normativo vigente. 


Si nadie más hace uso de la palabra, en nombre de la Comisión les agradecemos su 
comparecencia. Solo resta decir que el material que nos han dado nos servirá para la reunión que 
tendremos la semana próxima 


(Se retiran de Sala representantes de la Asociación de Fiscalizadores de Accidentes de 
Trabajo) 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 29 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


